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Resoluciones de la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública

Pág. 7    «Se rechaza la inscripción de una escritura de elevación a público de los 
acuerdos sociales adoptados en sede de junta general extraordinaria de una 
sociedad de responsabilidad limitada, por no constar la forma en que fue 
convocada la misma y por no haberlo sido con la antelación requerida.» 
Resolución de 11 de julio de 2023 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe 
Pública en el recurso interpuesto contra la calificación negativa emitida por el 
registrador mercantil, en relación con una escritura de elevación a público de acuerdos 
sociales, por no constar la forma en que fue convocada la correspondiente junta 
general y por no haberlo sido con la antelación requerida.

Pág. 8  «Se rechaza la inscripción de una escritura de reducción de capital social por no 
haberse constituido la reserva indisponible por un importe equivalente al valor de 
lo recibido por el socio en concepto de reembolso, sino por el valor nominal de 
las participaciones.» Resolución de 24 de julio de 2023 de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la nota de calificación 
de la registradora mercantil y de bienes muebles, por la que se rechaza la inscripción 
de una escritura de reducción de capital de una sociedad de responsabilidad limitada.
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Pág. 9  «Se rechaza la inscripción de una escritura de compraventa de un inmueble por 
revocación del poder del representante de la sociedad.» Resolución de 26 de 
julio de 2023 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en el 
recurso interpuesto contra la negativa del registrador de la propiedad a inscribir una 
escritura de compraventa.

Pág. 11  «Rechazo de la inscripción de una escritura pública de constitución de una 
sociedad de responsabilidad limitada por incluir en los estatutos una cláusula que 
asignaba al socio eventualmente excluido el coste de los honorarios del experto 
independiente designado por el registro mercantil en el caso de no 
estar conforme con la determinación del valor razonable de las participaciones 
sociales según el método previsto en los estatutos.» Resolución de 28 de agosto de 
2023 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso 
interpuesto contra la negativa del registrador mercantil y de bienes muebles a 
inscribir una escritura de constitución de una sociedad de responsabilidad limitada.

Pág. 12  «Rechazo de la inscripción de una escritura de elevación a público de acuerdos de 
disolución y liquidación de una sociedad de responsabilidad limitada por no 
constar los datos de identificación de los socios ni la fecha y modo de aprobación 
del acta de la junta cuyos acuerdos se elevan a público.» Resolución de 26 de 
septiembre de 2023 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en 
el recurso interpuesto contra la negativa del registrador mercantil y de bienes 
muebles a inscribir una escritura de elevación a público de acuerdos de disolución y 
liquidación de una sociedad de responsabilidad limitada.
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Pág. 13  «Es posible depositar las cuentas anuales de una sociedad en el registro mercantil 
aun cuando el auditor de la compañía haya denegado su opinión.»  Resolución de 3 
de octubre de 2023 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en 
el recurso interpuesto contra la nota de calificación del registrador mercantil por la que 
se rechaza el depósito de cuentas de una sociedad.

Pág. 14  «Rechazo de la inscripción de una escritura de elevación a público de acuerdos de 
liquidación y extinción de una sociedad anónima por errores contables observados 
por el registrador en el balance de liquidación de la compañía.»   Resolución de 9 de 
octubre de 2023 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso 
interpuesto contra la negativa del registrador mercantil y de bienes muebles a inscribir una 
escritura de elevación a público de acuerdos de liquidación y extinción de una 
sociedad anónima.

Pág. 15 «Rechazo de la inscripción de una escritura de rectificación de otra de aumento de 
capital social por falta de cumplimiento por la sociedad de los requisitos de la 
reducción de capital, como consecuencia de la modificación a la baja de la cifra 
del capital social en dicha rectificación.» Resolución de 16 de octubre de 2023 de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la 
negativa del registrador a inscribir una escritura de rectificación de otra de aumento de 
capital social.

Pág. 16 «Un administrador con cargo caducado puede convocar junta para nombrar 
administradores y evitar la acefalia de la sociedad.» Resolución de 31 de octubre de 
2023 de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso 
interpuesto contra la nota de calificación del registrador mercantil, por la que se rechaza 
la inscripción de una escritura de elevación a público de acuerdos sociales..

Resoluciones judiciales

2a.  Sentencias del Tribunal Supremo:

Pág. 19 «El Tribunal Supremo resuelve sobre una cuestión altamente discutida por los 
tribunales con una sorpresiva solución que pone fin al problema del plazo 
de prescripción aplicable a la acción de responsabilidad del administrador por 
deudas sociales prevista en el artículo 367 de la Ley de Sociedades de Capital.» 
Sentencia número 1512/2023 de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 31 de 
octubre de 2023.

2b.  Sentencias de Audiencias Provinciales:

Pág. 21 «La previsibilidad del sentido del voto y su irrelevancia para formar una mayoría 
determinante no enervan el deber de la sociedad de proporcionar al 
socio la información necesaria para ejercer su derecho de voto.»  Sentencia 
número 389/2023 de la Audiencia Provincial de Álava, de 23 de marzo de 2023.
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Pág. 22  «La Audiencia Provincial de Madrid declara nulos los acuerdos sociales adoptados 
en una junta general de accionistas por no publicarse el complemento 
de convocatoria interesado por un accionista mediante correo 
electrónico.» Sentencia número 347/2023 de la Sección 28ª de la Audiencia Provincial 
de Madrid, de 21 de abril de 2023.

Pág. 23  «Los efectos de la nulidad declarada de acuerdos sociales se limitan a su contenido 
jurídico propio, siendo el derecho de separación ejercitado como consecuencia 
de esos acuerdos anulados una institución jurídica independiente y distinta 
al contenido de aquéllos.» Sentencia número 431/2023 de la Sección 28ª de la 
Audiencia Provincial de Madrid, de 2 de junio de 2023.

Pág. 27 «El Juzgado de lo Mercantil confirma que no se considerará atesoramiento de 
dividendos si el no reparto de los beneficios es acordado por la mayoría siguiendo 
un principio de prudencia y en interés de la sociedad.» Sentencia número 66/2023 
del Juzgado de lo Mercantil de Madrid, de 29 de septiembre de 2023.

2c.  Sentencias de los Juzgados de lo Mercantil:

Pág. 25  «Nulidad, por ser contrario al orden público, de un acuerdo de ampliación de capital 
social cuya contraprestación consiste en participaciones sociales de las que los 
socios aportantes no eran titulares.»  Sentencia número 316/2023 del Juzgado de 
lo Mercantil Número 9 de Madrid, de 16 de junio de 2023.

Pág. 26  «En el marco de una acción de impugnación de acuerdos sociales, el juzgado se 
pronuncia, entre otras cuestiones, sobre el abuso de derecho e infracción 
del artículo 348 bis de la Ley de Sociedades de Capital.»  Sentencia número 199/2023 
del Juzgado de lo Mercantil Número 3 de Madrid, de 27 de julio de 2023.
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Inscripción parcial de acuerdos sociales 
adoptados por una sociedad de 
responsabilidad limitada.

Resolución de 11 de julio de 2023 de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la calificación 
negativa emitida por el registrador mercantil, en relación con una 
escritura de elevación a público de acuerdos sociales, por no constar 
la forma en que fue convocada la correspondiente junta general y por 
no haberlo sido con la antelación requerida.

Habiéndose presentado a inscripción la escritura de elevación a público de 
los acuerdos sociales relativos al (i) cese de los administradores 
mancomunados de una sociedad de responsabilidad limitada, (ii) cambio de 
la estructura del órgano de administración y (iii) nombramiento de un 
administrador único, el registrador mercantil decidió no inscribir la misma al 
considerar que no constaba la forma de convocatoria de la referida junta 
general, ni se había cumplido con la antelación exigida por la Ley de 
Sociedades de Capital para convocarla.

Elevado el expediente a la dirección general, ésta estimó parcialmente el 
recurso, pronunciándose de la siguiente forma:

•La convocatoria se realizó conforme a las exigencias legales y estatutarias,
esto es, mediante comunicación individual y escrita, ya que el término
convocatoria alude tanto a la «acción de convocar» como al «anuncio o
escrito con que se convoca», el término carta lo hace al «papel escrito, y
ordinariamente cerrado, que una persona envía a otra para comunicarse
con ella», y en la escritura de elevación a público de los acuerdos sociales
se hacen constar menciones suficientes para confirmar que la convocatoria
se efectuó mediante carta a cada uno de los socios.

Sin embargo, confirma que la junta general no fue convocada con la 
antelación requerida de, al menos, quince días exigida en el artículo 176 de 
la Ley de Sociedades de Capital, argumentando que el cómputo del plazo 
debe llevarse a cabo teniendo en cuenta como día inicial el de remisión del 
último anuncio, excluyéndose el día de la celebración de la junta. 

Se rechaza la 
inscripción de una 
escritura de elevación 
a público de los 
acuerdos sociales 
adoptados en sede de 
junta general 
extraordinaria de una 
sociedad de 
responsabilidad 
limitada, por no constar 
la forma en que fue 
convocada la misma y 
por no haberlo sido con 
la antelación requerida.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-17404
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Inscripción de una escritura de reducción 
de capital de una sociedad de 
responsabilidad limitada por adquisición 
de participaciones propias para su 
amortización.

Resolución de 24 de julio de 2023 de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la nota de 
calificación de la registradora mercantil y de bienes muebles, por la 
que se rechaza la inscripción de una escritura de reducción de capital 
de una sociedad de responsabilidad limitada.

Habiéndose presentado la escritura de reducción de capital de una sociedad 
de responsabilidad limitada por adquisición de participaciones propias para 
su amortización, la registradora decidió no practicar la inscripción por 
considerar que el importe de la reserva indisponible había de constituirse, 
de conformidad con los artículos 331 y 332 de la Ley de Sociedades de 
Capital, por un importe equivalente al valor de lo recibido por el socio 
saliente en concepto de reembolso.

Elevado el expediente a la dirección general, ésta estimó el recurso y 
revocó la calificación impugnada, pronunciándose de la siguiente forma:

•Cuando la reducción del capital social por amortización comporte la
restitución de aportaciones, procede la aplicación de los artículos 331 a 333
de la Ley de Sociedades de Capital. En consecuencia, para excluir la
responsabilidad solidaria de los socios, la reserva indisponible debe
constituirse por importe equivalente al valor nominal de las participaciones
amortizadas.

•Conforme a la doctrina de la dirección general, se entiende que la reserva
indisponible trata de garantizar a los acreedores la existencia de un régimen
de responsabilidad o vinculación de elementos patrimoniales equivalente a
la cifra de capital social anterior a la reducción de capital, cualquiera que
fuera el patrimonio social.

Se rechaza la 
inscripción de una 
escritura de 
reducción de capital 
social por no 
haberse constituido 
la reserva 
indisponible por un 
importe equivalente 
al valor de lo 
recibido por el socio 
en concepto de 
reembolso, sino por 
el valor nominal de 
las participaciones

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-20134
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Rechazo de la inscripción de una escritura 
de compraventa de inmueble.
Resolución de 26 de julio de 2023 de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la negativa del 
registrador de la propiedad a inscribir una escritura de compraventa.

El registrador de la propiedad rechaza la inscripción de la compraventa 
porque el apoderado de la vendedora carecía de facultades de 
representación de la sociedad vendedora tras revocarse la escritura de 
poder a la fecha del otorgamiento de la escritura de compraventa.

La dirección general a la que se eleva el expediente desestima el 
correspondiente recurso y confirma la calificación impugnada, 
pronunciándose de la siguiente forma:

•El juicio de suficiencia que correspondía al notario otorgante resultó
favorable y bastante, dado que es doctrina de dicho centro directivo --
resoluciones de 8 de febrero de 2019 y de 20 de septiembre de 2021-- que
la tenencia por el representante del título representativo permite presumir su
vigencia. Tampoco se daban elementos en la propia escritura de
compraventa que determinaran la ineficacia del apoderamiento, debiendo
presumirse por tanto la buena fe del representante en el negocio jurídico
otorgado y su calificación registral, sin perjuicio de prueba en contrario
alegada en vía judicial.

•El artículo 1738 del Código Civil, traído a colación en la resolución, dispone
que “lo hecho por el mandatario, ignorando la muerte del mandante u otra
cualquiera de las causas que hacen cesar el mandato, es válido y surtirá
todos sus efectos respecto a los terceros que hayan contratado con él de
buena fe”. Asimismo, la dirección general se refiere a la sentencia del
Tribunal Supremo de 22 de julio de 2015, que concluye que la revocación
de un poder notificada al apoderado lo extingue sin que el hecho de que
conserve la copia autorizada de la escritura implique que pueda realizar
válidamente negocios con terceros, en nombre de la sociedad. En el
supuesto planteado, a mayor abundamiento, no se acreditó que la
revocación del poder fuera notificada al apoderado, ni por conducto notarial
ni por la propia sociedad.

•Asimismo, destaca la dirección general que, para que sea de aplicación el
artículo 1738 del Código Civil, deben concurrir dos presupuestos: en primer
lugar, que el tercero con el que contrata el representante haya actuado de
buena fe, o sea, que desconociera la anterior extinción del mandato --
aspecto no controvertido--; y, en segundo lugar, que tal representante, en el
momento de hacer uso del poder, ignorara la concurrencia de cualquiera de
las causas que hacen cesar el mandato.

Se rechaza la 
inscripción de una 
escritura de 
compraventa de un 
inmueble por 
revocación del poder 
del representante de la 
sociedad.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-20223
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No obstante, el juicio de suficiencia notarial y la calificación registral 
favorable, la dirección general desestimó finalmente el recurso, y mantuvo la 
denegación de la inscripción, argumentando que el mismo día en que 
fue otorgada la escritura de compraventa del inmueble había sido 
publicado en el BORME la revocación del poder, desplegando por tanto 
desde ese mismo momento efectos erga omnes, lo que conlleva la falta 
de concurrencia del segundo presupuesto del artículo 1738 del Código 
Civil, esto es: publicada la revocación del poder en el BORME, se 
presume que quien ha contratado con el representante del poderdante 
no puede desconocer el cese de su mandato.

•Esta presunción, en todo caso, puede desvirtuarse en vía jurisdiccional
dado que, al no haber trascurrido quince días desde la publicación en el
BORME --plazo fijado por el Reglamento del Registro Mercantil para la
oponibilidad de los actos inscritos--, cabe la posibilidad de que la revocación
del poder no fuera oponible a la compradora si probara que no pudo
conocerla.
.
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Rechazo de la inscripción de una escritura 
de constitución de una sociedad de 
responsabilidad limitada.
Resolución de 28 de agosto de 2023 de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la 
negativa del registrador mercantil y de bienes muebles a inscribir una 
escritura de constitución de una sociedad de responsabilidad limitada.

Habiéndose presentado la escritura de constitución de una sociedad de 
responsabilidad limitada, el registrador decidió no practicar su inscripción al 
considerar que, en el artículo estatutario dedicado a la transmisión de 
participaciones, la cláusula estatutaria que asignaba al socio interesado la 
totalidad de los honorarios del experto independiente por la valoración de las 
participaciones en caso de no estar conforme con la determinación del valor 
razonable de las mismas según el método previsto en los estatutos sociales, 
esto es, el valor contable que resulte del último balance aprobado por la Junta 
General, aplicable también en el supuesto de exclusión del socio, contradice 
lo dispuesto en el artículo 355 de la Ley de Sociedades de Capital, en el que 
se establece que la retribución del experto, en el caso de exclusión del socio, 
correrá a cargo de la sociedad.

El expediente fue elevado a la dirección general, que estimó el recurso y 
revocó la nota de calificación, pronunciándose de la siguiente forma:

•Se admite el establecimiento de un régimen estatutario diferente del legal
para la determinación del valor razonable de las participaciones que tome
como criterio el del valor contable.

•La disposición recogida en el artículo 355 de la Ley de Sociedades de Capital
se encuadra en un régimen que con carácter general es dispositivo, por lo que
la cláusula cuestionada entra dentro de los límites de la autonomía estatutaria
y no se opone a ninguna norma imperativa ni contradice los principios
configuradores del tipo social de la sociedad de responsabilidad limitada.

Rechazo de la 
inscripción de una 
escritura pública de 
constitución de una 
sociedad de 
responsabilidad 
limitada por incluir en 
los estatutos una 
cláusula que asignaba 
al socio eventualmente 
excluido el coste de los 
honorarios del experto 
independiente 
designado por el 
registro mercantil en el 
caso de no estar 
conforme con la 
determinación del valor 
razonable de las 
participaciones 
sociales según el 
método previsto en los 
estatutos.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-21125
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Rechazo de la inscripción de una escritura 
de disolución y liquidación de una 
sociedad de responsabilidad limitada.
Resolución de 26 de septiembre de 2023 de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la 
negativa del registrador mercantil y de bienes muebles a inscribir una 
escritura de elevación a público de acuerdos de disolución y 
liquidación de una sociedad de responsabilidad limitada.

Habiéndose presentado la escritura de disolución y liquidación de una 
sociedad de responsabilidad limitada, el registrador decidió no practicar su 
inscripción señalando que no constaban los datos de identificación de sus 
socios ni tampoco constaban de forma expresa la fecha y el modo de 
aprobación del acta de la junta cuyos acuerdos se elevan a público.

Tras interponer recurso el notario, el expediente es elevado a la dirección 
general, que desestimó el recurso y confirmó la nota de calificación, 
pronunciándose de la siguiente forma:

•De acuerdo con lo establecido en los artículos 395.2 de la Ley de
Sociedades de Capital y 247.3 del Reglamento del Registro Mercantil, es
imperativa la identificación de los socios en la escritura, sin que esté
vinculada a la existencia de haber repartible, pues la identificación se
condiciona a la cuota de liquidación, que existe siempre ya que es
equivalente a la participación en el capital social de cada socio.

•Por otra parte, es doctrina reiterada que resulta exigible tanto la aprobación
de las actas de la junta general como que en las certificaciones de aquéllas
conste de manera expresa la fecha y el modo de aprobación, no siendo
suficiente que en la transcripción literal que lleva a cabo el liquidador se
indique que la junta se celebró en el domicilio social en determinada fecha,
con carácter de universal, y que los acuerdos se adoptaron por unanimidad.

Rechazo de la 
inscripción de una 
escritura de elevación a 
público de acuerdos de 
disolución y liquidación 
de una sociedad de 
responsabilidad 
limitada por no constar 
los datos de 
identificación de los 
socios ni la fecha y 
modo de aprobación 
del acta de la junta 
cuyos acuerdos se 
elevan a público.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22347


13

Depósito de cuentas anuales.
Resolución de 3 de octubre de 2023 de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la nota 
de calificación del registrador mercantil por la que se rechaza el 
depósito de cuentas de una sociedad.

Presentadas a depósito en el registro mercantil las cuentas anuales de una 
sociedad anónima, la registradora mercantil rechazó su depósito alegando 
que no se pueden entender auditadas las cuentas sociales cuando el auditor 
manifiesta no poder expresar una opinión sobre las referidas cuentas, pues el 
objetivo de la ley es obtener mediante el informe del auditor una opinión 
técnica expresada en forma clara y precisa sobre ellas, bien sea favorable, 
con salvedades, desfavorable o denegada. Según resulta del fundamento de 
denegación de opinión del informe de auditoría, la imposibilidad de expresar 
opinión por parte del auditor es imputable a la propia sociedad, al no haber 
proporcionado al auditor la documentación solicitada por este.

La dirección general, a la que se elevó el expediente, estimó el recurso, toda 
vez que, en el presente supuesto, aun teniendo en cuenta que el auditor 
emitió informe de auditoría con opinión denegada, las causas por él 
manifestadas no le impidieron tal emisión, que llevó a cabo de acuerdo con la 
previsión de la Ley 22/2015, de 20 julio, de Auditoría de Cuentas, relativa a la 
emisión de informe con opinión denegada.

Ver resolución

Es posible depositar las 
cuentas anuales de una 
sociedad en el registro 
mercantil aun cuando el 
auditor de la compañía 
haya denegado su 
opinión.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22459
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Inscripci·n de una escritura liquidaci·n 
de una sociedad an·nima.
Resolución de 9 de octubre de 2023 de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la 
negativa del registrador mercantil y de bienes muebles a inscribir una 
escritura de elevación a público de acuerdos de liquidación y extinción 
de una sociedad anónima.

Habiéndose presentado la escritura de elevación a público de acuerdos de 
liquidación y extinción de una sociedad anónima, el registrador decidió no 
practicar su inscripción tras señalar una serie de errores en el balance, 
referidos a cuestiones de carácter contable tanto cuantitativas como 
cualitativas.

Tras interponer el notario autorizante un extenso recurso, el expediente es 
elevado a la dirección general, que estimó el recurso y revocó la nota de 
calificación, pronunciándose de la siguiente forma:

•Aunque la formulación de un balance final que refleje fielmente el estado
patrimonial de la sociedad una vez realizadas las operaciones de liquidación
es imperativo, el referido balance puede ser confeccionado de forma simple,
siempre que sirva para fijar el patrimonio social repartible, si lo hubiera, y
determinar con exactitud la parte que a cada socio corresponda en el
mismo, sin que, por tanto, deba ajustarse necesariamente a las normas
legales sobre la formación de las cuentas anuales. Su finalidad no es
recoger las consecuencias de la actividad social desde las últimas cuentas
anuales para determinar el resultado, sobre la base de la fijación del reparto
del dividendo y con información sobre las garantías patrimoniales, sino que
se trata más bien de una síntesis de la situación patrimonial de la sociedad,
presidida, en su estructura, por la idea de determinación de la cuota del
activo social que deberá repartirse.

•Teniendo en cuenta que la normativa contable no regula específicamente el
contenido y la estructura del balance final de liquidación, y vistas las
declaraciones aclaratorias que se incluyen en el propio acuerdo social
aprobatorio de la liquidación, se deben rechazar con carácter general las
objeciones contenidas en la nota de calificación, tanto las de índole
cualitativa como cuantitativa.

Rechazo de la 
inscripción de una 
escritura de elevación a 
público de acuerdos de 
liquidación y extinción 
de una sociedad 
anónima por errores 
contables observados 
por el registrador en el 
balance de liquidación 
de la compañía.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22467
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Rechazo de la inscripción de una 
escritura de rectificación de otra de 
aumento de capital social.
Resolución de 16 de octubre de 2023 de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la 
negativa del registrador a inscribir una escritura de rectificación de 
otra de aumento de capital social.

Habiéndose presentado la escritura de rectificación, en virtud de la cual se 
establecía que el importe del aumento de capital que constaba en la 
escritura rectificada -999 euros-, era superior a la cifra correcta del aumento 
-827 euros-, el registrador mercantil decidió no practicar la inscripción por
falta de acreditación tanto de la adopción por la junta general del acuerdo de
reducción de capital como de las correspondientes garantías para los
acreedores.

La dirección general, a la que se elevó el expediente, desestimó el recurso y 
confirmó la calificación impugnada, pronunciándose de la siguiente forma:

•Se pretende una rectificación del aumento de capital, más de un año
después, mediante la disminución del importe objeto del referido aumento
del capital, como si se tratara de una inexactitud registral producida por un
error en la certificación originaria y sin que conste intervención de la junta
general.

•Es doctrina consolidada de la dirección general que la rebaja de capital
social requiere en todo caso el correspondiente acuerdo de reducción de
capital social adoptado con los requisitos legales, y con el sistema de
protección de los acreedores que estime conveniente la junta general en
función de la modalidad de reducción de que se trate.

Rechazo de la 
inscripción de una 
escritura de rectificación 
de otra de aumento de 
capital social por falta 
de cumplimiento por la 
sociedad de los 
requisitos de la 
reducción de capital, 
como consecuencia de 
la modificación a la baja 
de la cifra del capital 
social en dicha 
rectificación.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-22569


Inscripción de una escritura de elevación 
a público de acuerdos sociales.
Resolución de 31 de octubre de 2023 de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública en el recurso interpuesto contra la nota 
de calificación del registrador mercantil, por la que se rechaza la 
inscripción de una escritura de elevación a público de acuerdos 
sociales.

Presentada en el registro mercantil una escritura de elevación a público de 
acuerdos sociales de nombramiento de cargos, ésta fue objeto de 
calificación negativa dado que (i) la convocatoria de junta general fue llevada 
a cabo por administrador con cargo caducado; y (ii) la hoja registral se 
encontraba cerrada por falta de depósito de las cuentas anuales.

La dirección general, a la que se elevó el expediente, estimó parcialmente el 
recurso, haciéndose eco del cambio doctrinal asentado por, entre otras, la 
resolución de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 7 
de mayo de 2021, entendiendo que:

•Aun caducado el nombramiento del órgano de administración debe
entenderse, de acuerdo con la doctrina jurisprudencial y con el objetivo de
evitar la acefalia de la sociedad, que el órgano de administración funciona de
hecho, con facultades para convocar junta con la exclusiva finalidad de
nombrar a los miembros del órgano de administración en términos similares
a los establecidos en el artículo 171 de la Ley de Sociedades de Capital.

•Se confirma el segundo defecto, atendiendo a las consecuencias que se
derivan del incumplimiento de la obligación de depositar las cuentas anuales;
esto es: transcurrido más de un año desde la fecha del cierre del ejercicio
social sin que se haya practicado en el registro mercantil el depósito de las
cuentas anuales debidamente aprobadas, no puede inscribirse documento
alguno relativo a la sociedad mientras el incumplimiento persista, salvo las
excepciones expresamente previstas, entre las que no se encuentra el
nombramiento del órgano de administración.

16

Un administrador con 
cargo caducado puede 
convocar junta para 
nombrar 
administradores y evitar 
la acefalia de la 
sociedad.

Ver resolución

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-23605
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El Tribunal Supremo resuelve sobre una cuestión 
altamente discutida por los tribunales con una 
sorpresiva solución que pone fin al problema del 
plazo de prescripción aplicable a la acción de 
responsabilidad del administrador por deudas 
sociales prevista en el artículo 367 de la Ley de 
Sociedades de Capital.

Sentencia número 1512/2023 de la Sala Primera del Tribunal Supremo, 
de 31 de octubre de 2023.

Una mercantil proveedora de suministros presentó demanda por impago de 
cantidad contra una sociedad que no había presentado sus cuentas desde 
hacía muchos años y tenía, por tanto, cerrada su hoja en el Registro 
Mercantil. Se acumularon, frente al administrador de la referida sociedad 
limitada, las acciones de responsabilidad individual de los administradores 
(artículos 236 y 241 de la Ley de Sociedades de Capital) y de 
responsabilidad por deudas (artículo 367 de la Ley de Sociedades de 
Capital).

Ante este conflicto, el Juzgado de lo Mercantil desestimó la demanda al 
considerar prescrita la acción conforme al artículo 241 bis de la Ley de 
Sociedades de Capital -esto es, por haber transcurrido cuatro (4) años 
desde que la acción pudo ejercitarse-. Sin embargo, la Audiencia Provincial 
declaró en apelación que tal precepto no resulta de aplicación a la acción de 
responsabilidad por deudas, sino que ha de atenderse al plazo de 
prescripción recogido en el artículo 949 Código de Comercio, cuyo cómputo 
se inicia desde el cese del administrador social; resultando que al no 
haberse producido -en este caso- el cese del administrador, la acción no 
podía haber prescrito.

El Tribunal Supremo, ante el recurso de casación interpuesto por el 
administrador de la mercantil deudora, afirma que el plazo de prescripción 
de la acción de responsabilidad por deudas del artículo 367 de la Ley de 
Sociedades de Capital está ligado necesariamente a la naturaleza de la 
propia acción. Además, la Sala recuerda que la finalidad de la acción no es 
otra que constituir a los administradores en garantes personales y solidarios 
de las deudas sociales surgidas a partir del momento en el que incumplen 
un deber legal propio de su cargo, con el único fin de garantizar los 
derechos de los acreedores y de los socios.

Ver sentencia

Sentencias del 
Tribunal Supremo

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1eb43fada623bc3ea0a8778d75e36f0d/20231110


-
En resumen, el Alto Tribunal, en novedosa doctrina, concluye que:

-No resulta aplicable a la acción de responsabilidad por deudas el plazo de
prescripción establecido en el artículo 241 bis de la Ley de Sociedades de
Capital, dado que esta disposición normativa va dirigida a acciones de daños,
mientras que la acción de responsabilidad por deudas sociales se configura
como una acción de responsabilidad legal por deuda ajena.Tampoco resulta
aplicable el artículo 949 del Código de Comercio pues, tras la introducción del
referido artículo 241 bis, el ámbito de este precepto queda limitado
únicamente a las sociedades personalistas.

-El plazo de prescripción de la acción del artículo 367 de la Ley de
Sociedades de Capital es, por tanto, el correspondiente a los garantes
solidarios, es decir el mismo plazo de prescripción que tiene la obligación
garantizada (la deuda social).

Por lo anterior, la Sala resuelve que el dies a quo del plazo de prescripción 
de la acción contra el administrador será el mismo que el de la acción contra 
la sociedad deudora, resultando aplicable en el supuesto analizado el plazo 
de prescripción de las obligaciones personales del artículo 1964 Código Civil 
(cinco años); plazo que en el supuesto de hecho no había transcurrido aún. 
En consecuencia, el recurso de casación fue desestimado, al considerar que 
la acción ejercitada por la demandante no había prescrito.

20
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• En segundo luga, la junta general ordinaria hubiera quedado 
válidamente constituida para tratar cualquier asunto, sin previa 
convocatoria, si hubiera estado presente o debidamente 
representado el 100% del capital social; y no sucedió así en el 
presente caso, ya que, a partir de las pruebas aportadas por el dem

Sentencias 
de Audiencias 
Provinciales

Ver sentencia

La previsibilidad del sentido del voto y su 
irrelevancia para formar una mayoría determinante 
no enervan el deber de la sociedad de 
proporcionar al socio la información necesaria 
para ejercer su derecho de voto.

Sentencia número 389/2023 de la Audiencia Provincial de Álava, de 23 
de marzo de 2023.

El socio minoritario en cuestión, titular del 33,33% del capital social y de los 
derechos de voto de una sociedad de responsabilidad limitada, impugna los 
acuerdos de la junta general que aprobaron las cuentas anuales, el informe 
de gestión y la aplicación de resultados correspondientes a 
determinados ejercicios, por la presunta vulneración de su derecho de 
información previsto en los artículos 196 y 272 de la Ley de 
Sociedades de Capital. Entre otras razones, sostiene que se vio impedido 
a acceder a la documentación que iba a ser sometida a la consideración de 
la junta general convocada, ya que fue remitida por la sociedad a una 
notaría que no la puso a su disposición en tiempo y forma.

La Sala confirma la sentencia de primera instancia y ratifica la nulidad de los 
acuerdos sociales impugnados por la vulneración del derecho de información 
del socio, considerando, por un lado, que el deber de poner a disposición del 
socio la información necesaria para ejercer el derecho de voto en la junta no 
queda enervado por la posibilidad de que el socio pueda acceder a 
esa información por otras vías (por ejemplo, la solicitud de certificaciones 
en el Registro Mercantil) y, por otro lado y de forma más relevante, que 
ni la previsibilidad del sentido de su voto ni su irrelevancia para 
formar una mayoría determinante, son razones que permitan mantener la 
legalidad de los acuerdos sociales impugnados en tanto en cuanto el interés 
del socio, en ejercicio del derecho de información, constituye por sí solo un 
valor jurídico protegible en los términos regulados en la ley citada que afecta 
directamente a la formación razonada del sentido del voto y, también, en 
sentido más amplio, al conjunto de sus intereses.

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/41d65aa072aff863a0a8778d75e36f0d/20230907
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Sentencias 
de Audiencias 
Provinciales

Ver sentencia

La Audiencia Provincial de Madrid declara nulos 
los acuerdos sociales adoptados en una junta 
general de accionistas por no publicarse el 
complemento de convocatoria interesado por un 
accionista mediante correo electrónico.

Sentencia número 347/2023 de la Sección 28ª de la Audiencia Provincial 
de Madrid, de 21 de abril de 2023.

En el presente caso, el órgano de administración de una sociedad anónima 
no publicó el complemento de convocatoria interesado por un accionista por 
considerar que su solicitud no se realizó de conformidad con lo previsto en el 
artículo 172 de la Ley de Sociedades de Capital, esto es, mediante 
notificación fehaciente. Concretamente, la solicitud de complemento se dirigió 
a la persona física representante de la administradora mediante correo 
electrónico que fue recibido pero que no fue objeto de respuesta alguna.

A pesar de que el Juzgado de lo Mercantil desestimó la demanda inicial del 
accionista, la Audiencia Provincial revoca la resolución en lo que se refiere al 
fondo del asunto por considerar que, atendiendo a las concretas 
circunstancias probadas, la solicitud del complemento de convocatoria sí 
resultaría ajustada a las exigencias para su procedencia previstas en el 
referido artículo 172 de la Ley de Sociedades de Capital.

De esta forma, la Sala atribuye relevancia jurídica para su decisión a: (i) que 
la sociedad tuvo la seguridad sobre el origen de la petición, de su contenido y 
su fecha de ejercicio en tanto en cuanto, por un lado, desde al menos dos 
años antes, la sociedad recibía y daba por buenas las solicitudes de 
información y comunicaciones llegadas a través del correo electrónico del 
accionista y las atendía por ese mismo cauce hábil para ello y, por otro lado, 
era la propia sociedad la que utilizaba dicho medio y dirección para contactar 
con el accionista, impidiendo, todo ello, conforme al más elemental principio 
de la buena fe, que se pueda admitir la validez de ese medio para unas 
comunicaciones sí y para otras no, a elección arbitraria de la propia 
sociedad ; (ii) a las concretas características de la sociedad, que se trata de 
una compañía de base familiar, donde todos los accionistas y el 
representante persona física de la administradora única están ligados por 
lazos familiares directos, y donde sus relaciones y comunicaciones han sido 
constantes y permanentes; y, finalmente, (iii) a que todo no ocurre ya solo en 
condiciones de normalidad y habitualidad en las relaciones entre la accionista 
y la sociedad sino en un contexto de alta conflictividad arrastrada durante un 
largo periodo de tiempo.

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/174d88f6c7eef251a0a8778d75e36f0d/20230719
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Sentencias 
de Audiencias 
Provinciales

Ver sentencia

Los efectos de la nulidad declarada de acuerdos 
sociales se limitan a su contenido jurídico propio, 
siendo el derecho de separación ejercitado como 
consecuencia de esos acuerdos anulados una 
institución jurídica independiente y distinta al 
contenido de aquéllos.

Sentencia número 431/2023 de la Sección 28ª de la Audiencia Provincial 
de Madrid, de 2 de junio de 2023.

En el presente caso, cuatro sociedades limitadas de base familiar aprobaron 
una modificación de sus respectivos estatutos sociales por la que se alteraba 
el régimen del derecho de adquisición preferente a favor de los socios 
supérstites respecto de la transmisión mortis causa de participaciones, 
incorporando límites que implicaban un relevante cambio de régimen jurídico y 
que, a su vez, justificaban el ejercicio del derecho de separación del socio 
demandante y apelado.

Las sociedades demandadas y apelantes alegaron que la anulación posterior -
declarada por sentencia firme en otro procedimiento- de los acuerdos de 
modificación estatutaria, llevaba consigo la imposibilidad de invocación del 
derecho de separación por el demandante, y también que el mencionado 
derecho fue ejercido de forma desleal y contrario a la buena fe.

La Audiencia Provincial desestima el recurso de apelación interpuesto por las 
cuatro sociedades y las condena a reembolsar el valor razonable de las 
participaciones sociales de que es titular el socio ejercitante del derecho de 
separación en cada sociedad, y todo ello sobre la base de que:

-la validez del derecho de separación articulado por el demandante
transciende de la extensión máxima de la eventual declaración de nulidad que
pueda recaer sobre los acuerdos de modificación estatutaria. Se trata de una
situación fáctica que no se borra por la declaración de nulidad de éstos,
siendo, además, que tal ejercicio fue expresamente aceptado por las
sociedades demandadas y refrendados mediante actos propios de éstas y de
sus socios;

-la modificación estatutaria implicó una nueva configuración de importante
calado en el régimen de adquisición preferente de las participaciones sociales
mortis causa con respecto a lo anteriormente establecido, cambio relevante
que permite el ejercicio del derecho de separación;

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/8f48c57c0b0a0427a0a8778d75e36f0d/20230907
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-no supone un ejercicio desleal del demandante el hecho de que éste, como
administrador único, preparase el texto de la modificación estatutaria luego
aprobada. No permite imputarle un fin torticero debido a que no existe un
deber legal a cargo del administrador social de informar a los socios de
consecuencias accesorias. El deber de puesta a disposición de información
a favor de los socios se agota con las previsiones del artículo 287 de la Ley
de Sociedades de Capital, sin que exija advertir o instruir a los socios de
otras consecuencias colaterales y eventuales; y

-el cauce natural, según lo previsto en los estatutos sociales, para realizar
las valoraciones de las participaciones sociales consistía en acudir al
sistema de experto independiente designado por el Registro Mercantil, como
efectivamente se hizo.

. 



25

Sentencias de 
Juzgados de lo 
Mercantil

Ver sentencia

Nulidad, por ser contrario al orden público, de un 
acuerdo de ampliación de capital social cuya 
contraprestación consiste en participaciones 
sociales de las que los socios aportantes no eran 
titulares.

Sentencia número 316/2023 del Juzgado de lo Mercantil Número 9 de 
Madrid, de 16 de junio de 2023.

El demandante solicita que se declare la nulidad del acuerdo de aumento de 
capital social adoptado por la junta general de una sociedad 
de responsabilidad limitada, al considerar que es nulo porque las 
participaciones aportadas como contraprestación al aumento no eran 
propiedad de quienes lo suscribieron, ya que esas mismas participaciones 
habían sido aportadas con anterioridad al capital social de otras compañías.

La entidad demandada se opone alegando la caducidad de la acción, de 
conformidad con lo establecido en el 205 de la Ley de Sociedades de Capital 
(“LSC”).

El juzgado, recordando la función de garantía del capital social, concluye que 
al haberse adoptado un acuerdo de ampliación de capital con cargo 
a aportaciones no dinerarias de los socios consistentes en 
unas participaciones sociales de las que aquéllos carecían, se está 
incidiendo en uno de los principios esenciales de las sociedades de 
capital y ha de entenderse, por tanto, que el acuerdo es contrario al 
orden público y que la acción, por tal motivo, no había caducado.

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/da7bc357cfbc9164a0a8778d75e36f0d/20231115


26

En el marco de una acción de impugnación 
de acuerdos sociales, el juzgado se 
pronuncia, entre otras cuestiones, sobre el 
abuso de derecho e infracción del artículo 
348 bis de la Ley de Sociedades de Capital.
Sentencia número 199/2023 del Juzgado de lo Mercantil Número 3 de 
Madrid, de 27 de julio de 2023.

La socia mayoritaria de una sociedad de responsabilidad limitada, titular del 
35% del capital social, interpuso demanda de impugnación de los acuerdos 
sociales alegando, entre otros motivos, abuso de derecho e 
infracción del artículo 348 bis de la Ley de Sociedades de Capital.

El juzgado desestima las pretensiones de la actora y considera 
que no existe abuso de derecho ni infracción del citado artículo por cuanto 
éste no establece un reconocimiento legal del socio a la percepción 
de un dividendo equivalente al 25% del resultado del ejercicio, sino 
que tiene por única finalidad establecer los presupuestos para el 
ejercicio del derecho de separación en determinadas situaciones 
de falta de distribución del resultado. En consecuencia, en caso 
de falta de distribución del resultado o de reparto del resultado inferior 
al umbral del 25%, el socio puede, bien ejercer su derecho de 
separación cuando concurran las circunstancias del artículo 348 
bis de la Ley de Sociedades de Capital, o bien impugnar el 
acuerdo de aplicación del resultado; pero en lo que respecta a esta 
segunda opción, únicamente cabe hacerlo por lesión del interés social.

Sentencias de 
Juzgados de lo 
Mercantil

Ver sentencia

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-15162
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/3d84fb7a6059bcb4a0a8778d75e36f0d/20231108
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El Juzgado de lo Mercantil confirma que no se 
considerará atesoramiento de dividendos si el no 
reparto de los beneficios es acordado por la 
mayoría siguiendo un principio de prudencia y en 
interés de la sociedad.

Sentencia número 66/2023 del Juzgado de lo Mercantil de Madrid, de 29 
de septiembre de 2023.

En el presente caso, en sede de junta general ordinaria de una sociedad de 
responsabilidad limitada se aprueban, con el propósito de 
reforzar sus fondos propios, los siguientes acuerdos: (i) en 
noviembre de 2020 se acuerda destinar la totalidad de los 
beneficios obtenidos al cierre del ejercicio social 2019 a reservas; y 
(ii) en junio de 2021 se acuerda destinar únicamente el 30% del 
resultado positivo obtenido durante el ejercicio 2020 a reparto de 
dividendos. Ante la aprobación de los anteriores acuerdos, se 
interpone demanda de juicio ordinario contra la sociedad en la que 
se solicita que se declare la nulidad de ambos y se acuerde el reparto 
como dividendo del 100% del resultado positivo de los ejercicios 2019 y 
2020 de la sociedad teniendo en cuenta que desde 2007 a 2014 
que la sociedad vino repartiendo el 50% del resultado positivo como 
dividendo.

El Juzgado de lo Mercantil concluye que no procede declarar la 
nulidad de los acuerdos referenciados, en base a, entre 
otros, los siguientes argumentos:

-Que, considerando que el Tribunal Supremo, en su sentencia de 14 de
enero de 2018, ha establecido que no cabe la reconducción automática del
motivo de impugnación por “abuso de derecho” al de “abuso de mayoría” y
que el demandante impugna los acuerdos sociales únicamente haciendo
referencia al abuso de mayoría, debe analizarse el caso desde una
perspectiva genérica.

-Que los acuerdos fueron adoptados por la mayoría de los socios ante el
escenario excepcional -pandemia Covid-19- concurrente en el momento de
su aprobación, que ha afectado de forma directa a la situación económica
financiera a nivel nacional y, por tanto, a la sociedad.

-Que, conforme a los avances jurisprudenciales, no concurre un caso de
atesoramiento de dividendos cuando el no reparto responde a criterios de
prudencia y al interés social. Del mismo modo, tampoco es obligatorio que
se publique por parte de la sociedad su plan de negocio y/o estratégico para
así justificar la decisión de no distribuir dividendos, teniendo en cuenta que
la difusión de estos datos puede resultar en graves daños para la misma.

Sentencias de 
Juzgados de lo 
Mercantil

Ver sentencia

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-15171
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/955ce39064c2673ea0a8778d75e36f0d/20231026
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-Que, considerando todo lo anterior, no puede prosperar la pretensión del
demandante al tener en cuenta que la sociedad coexistía en ese momento
con una pandemia mundial que conllevó a un consecuente descenso en las
ventas de la sociedad, lo que justifica el cambio en el criterio de reparto de
dividendos.

-No obstante, lo anterior, si en ejercicios sucesivos desvinculados de la
situación de COVID-19 la sociedad persistiera en el atesoramiento de
dividendos, deberían valorarse las circunstancias económicas y temporales
presentes en ese momento determinado y podría llegar a concluirse una
decisión distinta a la presente.

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2023-15994
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